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RESUMEN

La educación se encuentra entre los servicios pú�
blicos que demandan importantes recursos esta�
tales para garantizar que la formación cumpla 
con estándares mínimos de calidad. En este sen�
tido, el esfuerzo de los gobiernos se ha enfocado 
en valorar el aporte (beneficios) que la educación 
genera al individuo formado y a la sociedad, así 
como otros factores que reconocen la necesidad 
de la asignación de recursos por parte del Estado. 
Por ello, el objetivo de este trabajo ha sido analizar 
las razones que justifican la intervención pública 
en educación. Los resultados muestran que los 
gobiernos emplean fundamentalmente el ins�
trumento del financiamiento para solventar las 
necesidades de recursos, pasando de asignar los 
recursos bajo un modelo burocrático a asignar�
los bajo un modelo de mercado, donde el Estado 
opera como ente comprador de los servicios edu�
cativos que han sido elegidos por el propio indi�
viduo.

PALABRAS CLAVE: INTERVENCIÓN PÚBLICA, 
EDUCACIÓN, EDUCACIÓN SUPERIOR, MODE-
LOS DE ORGANIZACIÓN.

ABSTRACT

Education is one of those public services that de�
mand important resources from the State to gua�
rantee minimal quality standards. Therefore, go�
vernment efforts have been focused on assessing 
the benefits generated by education for both in�
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INTRODUCCIÓN
En las últimas décadas, han surgido instrumentos 
de intervención pública que permiten al Estado 
gestionar los servicios públicos en general. A través 
de estos instrumentos, el Estado busca la forma más 
adecuada de proporcionar los servicios públicos a la 
sociedad sin necesidad de incrementar sus inversio-
nes, considerando aquellos aspectos relacionados 
con la eficiencia y la equidad en el acceso a tales 
servicios. En el terreno de la educación, la interven-
ción pública vendría justificada por una serie de re-
flexiones, tales como las externalidades que genera 
tanto al individuo como a la sociedad, y los fallos de 
mercado y los problemas de equidad existentes fun-
damentalmente en la educación superior. 

Por ello, el objetivo fundamental de este trabajo es 
analizar los elementos de intervención pública que 
contribuyen a corregir los problemas con los que se 
enfrentan los sistemas superiores de educación. 
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El trabajo se estructura en cuatro apartados. En 
primer término, se describen los instrumentos 
con los que cuenta la administración para inter-
venir en la prestación de los servicios públicos 
en general y educativos en particular. En el apar-
tado siguiente, se analiza las razones que justifi-
can la intervención pública en educación y en 
particular en educación superior, así como las 
formas de intervención pública más apropiadas 
para corregir los problemas de eficiencia, efica-
cia y equidad. En el tercer apartado se describe 
los modelos de organización de los Sistemas de 
Educación Superior (SES) que surgen a partir de 
los cambios operados en los instrumentos de in-
tervención pública y el peso de los agentes im-
plicados en la toma de decisiones. Finalmente, 
se presenta las conclusiones y recomendaciones 
más importantes de este trabajo.

Las formas de intervención pública
En las últimas décadas, el nuevo papel del Estado 
ha girado en torno a consideraciones de eficien-
cia y eficacia tratando de evaluar la forma más 
adecuada de proporcionar los servicios públicos 
a la sociedad (educación, sanidad, vivienda, en-
tre otros) sin utilizar una cantidad creciente de 
recursos. Además de los criterios de eficiencia y 
eficacia, se han tenido en cuenta otras cuestio-
nes relativas a la equidad en el acceso a tales ser-
vicios, procurando reducir las discriminaciones 
que puedan surgir en su demanda y utilización.

Las políticas públicas empleadas para mejorar los 
niveles de eficiencia y equidad de los servicios 
públicos en general combinan diferentes instru-
mentos de intervención. En particular, destacan 
tres grandes estrategias de intervención (Calero 
& Bonal, 1999; Lemaitre, 2003):

a)	 Regulación: Establecimiento de normativas 
que pueden afectar tanto a instituciones 
públicas como privadas. La regulación debe 
complementarse con la autorregulación de 
las propias instituciones para asegurar la fi-

delidad de la información y la transparencia 
del sistema. La regulación puede ser directa 
o indirecta y, en muchos casos, la responsa-
bilidad puede ser compartida por organis-
mos públicos y privados. Así, el sector públi-
co debe garantizar su cumplimiento a través 
de la evaluación, la inspección y el control 
de dichos servicios. 

b)	 Financiamiento: Canalización de recursos 
destinados al financiamiento de los servicios 
públicos, bien mediante fondos dirigidos a 
las instituciones tanto públicas como priva-
das que los ofertan (financiamiento a través 
de la oferta), o bien a los individuos que los 
consumen (financiamiento a través de la de-
manda). En esta estrategia de intervención se 
determina el porcentaje del financiamiento 
del servicio que asume la administración y la 
forma en que estos recursos son canalizados. 

c)	 Producción: La intervención pública puede 
encargarse del proceso de producción del 
servicio, velando por ofrecer una oferta am-
plia y de calidad. La producción pública inclu-
ye, usualmente, una aportación importante 
de financiamiento público complementada 
con una posible aportación de financiamien-
to privado. Gajardo y Gómez (2003) afirman 
que, en el caso de Latinoamérica, cada vez 
es menos frecuente la existencia en la edu-
cación de instituciones puramente públicas 
o privadas, lo cual sería generalizable a las 
demás regiones del mundo. Muchas insti-
tuciones privadas reciben alguna forma de 
subsidio público y prácticamente todas las 
instituciones públicas (incluso las oficiales y 
gratuitas) reciben alguna forma de financia-
miento privado a través de cuotas de ingreso, 
aportes voluntarios o contratos de servicios. 

La Figura 1 resume los elementos a través de los 
cuales el sector público interviene en la educación 
para asegurar la calidad de los servicios públicos.
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Figura 1
Formas de intervención pública

La intervención pública en el terreno de la 
educación vendría justificada por una serie de 
reflexiones que se estudian en el apartado si-
guiente, así como las formas de intervención 
más apropiadas en función de la razón que im-
pulse dicha participación. 

La intervención pública en educación
Los argumentos que justifican la intervención 
pública en educación se centran fundamental-
mente en los beneficios individuales y sociales 
que genera, así como en otros problemas que 
pueden surgir en los servicios educativos. Segui-
damente, se abordan ambos temas, definiendo 
en primer lugar la clasificación de los bienes, cu-
yas diferencias permiten determinar la responsa-
bilidad (pública y privada) en el financiamiento 
de este servicio. En segundo lugar, se analiza los 
fallos de mercado y los problemas de equidad 
existentes en el ámbito educativo. 

La educación:  
¿un bien público o privado?

Los bienes se pueden clasificar en: bienes públi-
cos puros y bienes privados puros (Greco, 2003). 
Así, los bienes “públicos puros” se definen como 
aquellos cuyos beneficios son indivisibles, esto 
es, se extienden a toda la sociedad, indepen-
dientemente de que los individuos deseen o 
no comprar el bien, y es imposible determinar 
cuánto beneficia a cada persona. Dentro de sus 
características fundamentales destacan por ser 
bienes indivisibles, por cuanto no se pueden 
dividir ni segmentar, y bienes no excluyentes, 
ya que todos se benefician, quieran o no, de su 
consumo. Algunos ejemplos de bienes públicos 
puros son el servicio de alumbrado, la seguridad 
ciudadana o la defensa nacional. Por su parte, 
los bienes “privados puros” son aquellos cuyo 
consumo beneficia a un individuo en particular 
y, como consecuencia, no puede ser disfrutado 
por otros. A diferencia de los bienes públicos 
puros, se trata de bienes divisibles, dado que 
pueden administrarse por separado a diferentes 
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individuos, y excluyentes, por cuanto pueden 
ser consumidos de forma exclusiva por quienes 
los adquieren. Se pueden citar algunos ejemplos 
de bienes privados, entre ellos una naranja o una 
pulsera

Las diferencias entre los bienes públicos y pri-
vados puros permiten determinar la responsa-
bilidad (pública o privada) del servicio. Aquellos 
bienes cuyos beneficios afectan a todos los in-
dividuos deben ser proporcionados (produci-
dos y/o financiados) por el sector público, que 
suele costearlos mediante los impuestos de los 
contribuyentes. Mientras, aquellos bienes cuyos 
beneficios recaen sobre el individuo deben ser 
costeados totalmente por él. Por tanto, los bie-
nes públicos puros han de ser financiados por el 
sector público y los bienes privados por el pro-
pio individuo. 

Una vez definidos los bienes públicos y privados 
puros, cabe preguntarse en qué categoría enca-
ja la educación. La Figura 2 sintetiza las caracte-
rísticas de los bienes públicos, privados y mixtos, 

así como la participación de los sectores en el 
financiamiento de la educación.

La educación comparte características de ambos 
tipos de bienes. Es un bien en gran medida pú-
blico, dada su característica de “no excluyente”, 
ya que todos los individuos obtienen beneficios 
sociales con independencia de que se hayan 
formado o no Ahora bien, a diferencia de estos 
y en similitud con los bienes privados puros, la 
educación es un bien divisible, esto es, se trata 
de un bien consumido por un individuo y que 
puede no ser disfrutado por otros. 

Por tanto, el hecho de generar beneficios no solo 
para el individuo sino también para la sociedad 
convierte a la educación en un bien mixto lo cual, 
a su vez, justificaría la conveniencia de que sus 
costes fuesen compartidos por el individuo, que 
recibe directamente los beneficios privados de 
la formación, y la sociedad, que indirectamente 
también es perceptora de tales ganancias. Estos 

Figura 2 
Características de los bienes en la educación 

Fuente: Elaboración propia.
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beneficios son conocidos como externalidades 
de la educación�. 

Los beneficios de la educación
Los beneficios que genera la educación tanto al 
estudiante (beneficios privados) como a la so-
ciedad (públicos) pueden ser de carácter mone-
tario, o de carácter no monetario:

�.	  El diccionario de la Real Academia Española define 
externalidad como el “perjuicio o beneficio experi-
mentado por un individuo o una empresa a causa de 
acciones ejecutadas por otras personas o entidades”. 
En otras palabras, es la influencia que ejercen las ac-
ciones de una persona en el bienestar (externalida-
des positivas) o perjuicio (externalidades negativas) 
de otra u otras. Dado que nuestro interés es determi-
nar los efectos de la educación sobre la mejora del 
individuo y de la sociedad, la investigación se centra 
en el estudio en las externalidades positivas.

a)	 Beneficios monetarios 

La teoría del capital humano� entiende la edu-
cación como una inversión al considerar que el 
individuo está dispuesto a cubrir los costes to-
tales de la formación a cambio de aumentar su 
productividad, sus oportunidades de empleo, y 
en consecuencia, su renta salarial futura. 

Los beneficios esperados de la inversión en edu-
cación se estiman mediante la aplicación de di-
versos métodos. El más utilizado es el método 
algebraico� (o método tradicional) que trabaja 
con perfiles “edad - ingresos” según niveles edu-
cativos (Figura 3). 

�.	  La teoría del capital humano tiene sus orígenes en 
la década de los sesenta. Theodore Schultz (1961) 
fue el pionero de esta teoría, seguido de otros im-
pulsores como Jacob Mincer (1974) y Gary S. Becker 
(1975).

�.	  Junto con el “método de Mincer”, denominado tam-
bién “método de la función de ingresos de capital 
humano” (Salas, 2002).

Figura 3
Perfil de ingresos para educación secundaria y superior

Fuente: Elaboración propia a partir de Espino (2001).
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Este método determina los rendimientos mo-
netarios que obtiene el individuo calculando 
la Tasa Interna de Retorno (TIR) que resulta de 
comparar el valor actual de los costes educativos 
(inversión) con el valor actual de los beneficios 
derivados de la educación que se producirán en 
el futuro. De esta forma, el individuo invertirá en 
formación solo si los beneficios futuros (rendi-
mientos privados) asociados con una formación 
adicional superan a la inversión realizada. 

Por su parte, los rendimientos monetarios que 
obtiene la sociedad reciben el mismo trata-
miento que los rendimientos privados. A este 
respecto, la teoría del capital humano también 
concluye que un mayor nivel de escolarización 
genera mayor productividad, redundando en 
un mayor crecimiento económico, una mayor 
recaudación de impuestos y una reducción de 
las prestaciones por desempleo. De igual forma, 
para calcular la “tasa de rendimiento social o pú-
blica” se compara el valor actual de los costes de 
la inversión en educación� con el valor actual de 
los beneficios generados por los diferentes nive-
les educativos. 

La correlación positiva entre educación e ingre-
sos, defendida por la teoría del capital humano, 
ha sido una de las principales razones del creci-
miento de las inversiones en educación realiza-
das tanto en los países desarrollados como en 
aquellos en vías de desarrollo, siendo la década 
de los sesenta el periodo de mayor crecimiento 
al reconocerse su capacidad para eliminar la po-
breza en los países subdesarrollados y fomentar 
el crecimiento económico en los países en desa-
rrollo y desarrollados (Eicher, 2000). 

�.	  Los costos de la educación que soportan la socie-
dad y los individuos se dividen en: costos directos, 
costos indirectos y de oportunidad (Moreno, 1998).

b)	 Beneficios no monetarios 

Además de los beneficios económicos que se 
obtienen de la inversión en educación, existen 
otros beneficios de carácter social. Aunque es-
tos beneficios son difíciles de medir y cuantificar 
dado su carácter intangible�, la teoría del capital 
humano ya los tuvo en cuenta en sus análisis, 
aún cuando no los incorporó a sus cálculos de 
las tasas de rendimiento. 

En esta línea, De Pablos (1998) indica que los 
beneficios económicos están más vinculados 
al sistema productivo (mayor productividad, 
flexibilidad y adaptabilidad de los trabajadores, 
mayor movilidad, entre otros), mientras que los 
beneficios sociales están más ligados a las actitu-
des relacionadas con los cambios de conducta, 
preferencias y valores de los individuos, contri-
buyendo finalmente a la reducción del conflicto 
social�. 

Llegados a este punto, cabe preguntarse cuál 
debe ser la aportación de las partes implicadas 
(individuo y Estado o sociedad) en el sistema 
educativo. Para dar una respuesta coherente es 
importante considerar los rendimientos genera-
dos por ésta en sus distintos niveles educativos 
(ver Tabla 1). 

�.	  No obstante, existen numerosos estudios empíricos 
que han contrastado los beneficios que conlleva la 
educación sobre la salud, la fecundidad, la delin-
cuencia, y el ahorro, además del “Índice de Impacto 
de la educación superior sobre la gestión directiva 
de la sociedad”, el cual permite medir la contribu-
ción de la educación superior a la conducción políti-
co - económica de la sociedad a través de una serie 
de variables referidas a la preparación del personal 
encargado de la función pública, usando para este 
efecto las variables obtenidas de la encuesta a eje-
cutivos a nivel internacional por el World Economic 
Forum (Escardíbul, 2002 y Brunner et al., 2005).

�.	  La reducción de la delincuencia, mejoras en la pla-
nificación familiar, mejores hábitos de consumo y 
salud, mayor participación democrática, etc., son 
algunos de los beneficios que recibe la sociedad a 
través de la educación.
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Tabla 1
Retorno de la inversión en educación (%)

REGIÓN

RENDIMIENTO PÚBLICO RENDIMIENTO PRIVADO

Primaria Secundaria
Educación 
Superior

Tendencia Primaria Secundaria
Educación 
Superior

Tendencia

África Subsahariana* 25,4 18,4 11,3 37,6 24,6 27,8
América Latina y el Caribe 17,4 12,9 12,3 26,6 17 19,5
Asia* 16,2 11,1 11 20 15,8 18,2

Europa, Medio Este, Norte de África 15,6 9,7 9,9 13,8 13,6 18,8

OCDE 8,5 9,4 8,5 13,4 11,3 11,6

MUNDIAL 18,9 13,1 10,8 26,6 17 19

* No son países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE).

Fuente: Elaboración propia a partir de Psacharopoulos y Patrinos (2002).

necesaria una coparticipación del sector pri-
vado en el financiamiento de la educación, 
coparticipación que debería ser más eleva-
da en el caso de la educación superior. Así, 
Gajardo y Gómez (2003) concluyen que a 
medida que aumenta el nivel de formación 
la tendencia del financiamiento compartido 
comienza a tener mayor peso, inclinándose 
la balanza hacia el componente privado. 

Aunque hemos podido conocer los rendimien-
tos monetarios (económicos) por nivel educa-
tivo para diversas regiones (ver Tabla 1), la con-
sideración de los rendimientos no monetarios 
(sociales), difícilmente medibles, también ad-
quiere gran relevancia. Algunos autores, como 
Calero y Bonal (1999), consideran que la capaci-
dad de la educación para generar externalidades 
de tipo no monetario se da fundamentalmente 
en el nivel educativo primario y secundario, de 
ahí que se defienda el carácter totalmente pú-
blico de la educación en tales niveles de ense-
ñanza. Asimismo, el Banco Mundial afirma que 
la educación superior es menos rentable desde 
el punto de vista social que los niveles inferiores 
y, en consecuencia, sostiene que la educación 
superior no debería tener la consideración de 

El cálculo de los rendimientos económicos (pú-
blicos y privados) aporta información en cuanto 
al financiamiento de los diferentes niveles edu-
cativos: 

1)  En la mayoría de las regiones, a excepción 
de la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económico (OCDE), el nivel pri-
mario aporta los mayores rendimientos pú-
blicos, rendimientos que van disminuyendo 
a medida que se asciende en los niveles for-
mativos. Por lo tanto, cabría esperar que el 
financiamiento público apoyara en mayor 
medida al nivel primario y su participación 
en el financiamiento fuera disminuyendo 
paulatinamente en los niveles secundario y 
superior. 

2) 	 Los rendimientos privados también son ma-
yores en el nivel primario descendiendo en 
el secundario para, posteriormente, volver 
a incrementar con el superior, aunque las 
tasas de retorno no alcanzan las cifras tan 
elevadas del nivel primario. No obstante, en 
todos los niveles, y especialmente en el ni-
vel superior, los rendimientos privados son 
más altos que los públicos, de forma que es 
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prioritaria en el gasto público en muchos países 
en desarrollo donde la primaria y la secundaria 
no han alcanzado niveles adecuados de acceso, 
equidad y calidad (García, 2000; Silva, 2001). No 
obstante, organismos como la UNESCO y algu-
nos países miembros de la OCDE reconocen la 
necesidad de fondos públicos en dicho nivel 
dada su contribución al desarrollo económico y 
social (García, 2002). 

A partir de los beneficios de la educación su-
perior, es posible considerar distintas posturas 
sobre el financiamiento de dicho nivel. Por un 
lado, se debe financiar la educación superior 
con fondos privados procedentes de los bene-
ficiarios directos dados los altos rendimientos 
individuales que genera y, por otro, debe finan-
ciarse con fondos públicos dada su contribución 
al desarrollo económico de los países. Así, en la 
actualidad, la gran mayoría de los actores involu-
crados en el desarrollo de la educación superior 
coinciden en que este nivel se ha convertido en 
una prioridad política para muchos países, y por 
tanto, se ha constituido en un tema de interés 
público, donde el Estado debe asegurar están-
dares adecuados de calidad en la entrega de 
este bien (Lemaitre, 2003).  

Otros motivos que justifican  
la intervención pública en educación

Hasta el momento, los argumentos expuestos 
(rendimientos económicos y sociales de la edu-
cación) justifican la intervención pública a través 
del financiamiento, en distinto grado, de los di-
ferentes niveles educativos. No obstante, existen 
otros motivos que apoyan la participación del 
gobierno en el sistema educativo, haciendo uso 
del resto de vías de intervención (la producción 
y la regulación). Los motivos a los que se hace 
referencia en este apartado son los fallos de 
mercado y los problemas de equidad que pue-
den surgir en los servicios educativos (Moreno, 
1998):

a)  	 Los fallos de mercado. El concepto de “fallos de 
mercado” en educación se plasma en una se-
rie de elementos que provocan la pérdida de 
eficiencia del sistema educativo. Estos, unidos 
a las aspiraciones del conjunto de la sociedad 
en términos de equidad, hacen necesario el 
diseño de políticas educativas que permitan 
una óptima asignación de los recursos des-
de el punto de vista social. A continuación, 
se comentan las principales deficiencias del 
mercado que podrían corregirse o mitigarse 
con la intervención pública:

-	 Información imperfecta y asimétrica. Los es-
tudiantes no disponen de información su-
ficiente para tomar decisiones de la institu-
ción y/o el tipo de estudios a los que desean 
acceder. Esta situación se percibe con mayor 
claridad en los niveles inferiores de educa-
ción, donde son los padres o tutores son los 
responsables de las decisiones educativas. 

-	 Competencia imperfecta. Este fallo de merca-
do afecta fundamentalmente a la educación 
superior. Desde el punto de vista de la oferta, 
existen algunas disciplinas escasamente de-
mandadas por el mercado laboral y que, por 
tanto, no son suficientemente rentables, sin 
embargo tienen un peso importante desde 
una perspectiva social�. Desde el punto de 
vista de la demanda, en la mayoría de los 
países funcionan programas de crédito edu-
cativo que suelen beneficiar a un número 
reducido de estudiantes, quedando gene-
ralmente excluidos aquellos con escasos re-
cursos económicos que son los que más los 
necesitan.

�.	 En México, el Plan de Crédito Educativo de la Fe-
deración Mejicana de Universidades Privadas pro-
porciona financiamiento a aquellos programas que 
presentan un alto valor de mercado tales como las 
ingenierías, administración de empresas y derecho, 
quedando excluidos aquellos programas que apor-
tan un alto valor social como las ciencias artísticas y 
sociales (Banco Mundial, 2003).
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El papel de dicha intervención pública será, por 
tanto, proporcionar información suficiente con 
respecto a las características reales de las insti-
tuciones y facilitar el financiamiento necesario 
para cursar titulaciones que se fundamentan en 
su aporte cultural, científico o social, con el fin 
de garantizar que la decisión que toman los es-
tudiantes se basa en los criterios de eficiencia y 
eficacia.

b) 	 Los problemas de equidad. La restricción en la 
oferta educativa radica, fundamentalmente, 
en la necesidad de mayores recursos para fi-
nanciar las actividades de docencia e investi-
gación. Estos recursos, en ocasiones resultan 
insuficientes si se pretende garantizar una 
mayor participación de estudiantes en la 
educación, particularmente en la educación 
superior. Existen diversas formas de enten-
der la equidad�, sin embargo, dado que el 
interés del presente trabajo es evaluar la in-
tervención pública en la educación, se hace 
referencia a aquellos conceptos de equidad 
más vinculados al campo de la provisión y 
financiamiento de este servicio: la equidad 
interna y la equidad externa (Greco, 2003 & 
Salas, 2008):

-	 Equidad interna. La equidad interna 
hace referencia a la necesidad de alcan-
zar una distribución justa en el acceso a 
los recursos educativos. Los indicadores 
que permiten medir el logro de dicho 
objetivo se resumen básicamente en el 
acceso de individuos de diferentes cla-
ses sociales a los diversos niveles edu-
cativos. En este sentido, la educación 
de los niveles inferiores no refleja los 

�.	 Otras interpretaciones del concepto equidad son: la 
equidad horizontal y vertical, que están más vincula-
das con la capacidad de pago de los estudiantes, y la 
equidad intergeneracional, que parte del supuesto 
de que el financiamiento de la educación en el pre-
sente no debe recaer sobre las generaciones futuras 
(Moreno, 1998).

mismos problemas de equidad interna 
mostrados en la educación superior, ya 
que suele tratarse de una enseñanza 
obligatoria y gratuita. 

	 Si bien es cierto que en la década de 
los ochenta la educación superior deja 
de regirse por un modelo de élite para 
convertirse en un modelo de masas, 
ésta no puede ser considerada un bien 
libre, ya que es un servicio al que no to-
dos los individuos tienen acceso (Nea-
ve, 1978; Eicher, 1990; Teichler, 1996). La 
Tasa Bruta de Escolarización (TBE) es un 
indicador que permite medir los niveles 
de equidad en la educación. De acuer-
do con las estadísticas de la UNESCO 
para América Latina y el Caribe, en 2005 
la TBE en educación primaria supera el 
115%�, mientras que ésta representa el 
100% en la educación secundaria. En el 
caso de la educación superior, la TBE no 
supera el 29%, lo que denota una gran 
brecha con respecto a las tasas de nive-
les inferiores (UNESCO, 2007).

-	 Equidad externa. La equidad externa 
hace referencia a la distribución futura 
o posterior de los beneficios educativos, 
de tal forma que los logros derivados 
de la educación favorezcan a todos por 
igual. 

�.	 Es importante aclarar que, en términos generales, las 
tasas exceden el 100% debido a la imposibilidad de 
evitar que en la matrícula estén incluidos algunos 
alumnos cuyas edades no se encuentran dentro de 
los rangos correspondientes a ese nivel educativo. 
Este fenómeno, conocido como “coeficiente de ex-
traedad”, se manifiesta con mayor intensidad en las 
naciones latinoamericanas, lo que significa que par-
ticularmente la educación primaria no está funcio-
nando con la eficiencia necesaria para que todos los 
niños la inicien a la edad reglamentaria y para que 
sean promovidos anualmente sin haber tenido que 
repetir ninguno de los grados que hayan cursado 
(Muñoz y Márquez, 2000).
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La equidad interna sería la condición necesaria, 
mientras que la externa actuaría como condi-
ción suficiente para garantizar la igualdad de 
oportunidades. De hecho, este principio podría 
concretarse en los siguientes términos: el valor 
de la renta esperada por cada individuo debe 
depender de sus preferencias individuales y sus 
habilidades y nunca de su clase social, riqueza 
familiar, raza, sexo o cualquier otra diferencia, de 
tal forma que la renta de los individuos puede 
ser distinta pero no por condicionantes de tipo 
socioeconómico (Pérez y Utrilla de la Hoz 1996; 
De Pablos, 1998). Mientras la equidad interna 
puede ser alterada por la actuación autónoma 
del sistema educativo, la equidad externa de-
pende de factores externos, especialmente del 
mercado de trabajo (Calero & Escardíbul, 2004).

Dada la dificultad de garantizar la equidad ex-
terna (igualdad en los beneficios futuros), la 
atención del sector público se ha centrado en 
la equidad interna y dentro de ésta, su esfuerzo 
se ha dirigido a garantizar la no-exclusión de la 
educación por motivos económicos. Por lo tan-
to, la intervención pública estaría justificada con 
el fin de complementar la dotación inicial de 
recursos de los individuos, para igualarlos en el 
punto de partida, garantizando así el acceso a la 
formación de quienes tienen mayores obstácu-
los sociales y económicos. 

Como regla general, a partir de la educación se-
cundaria y principalmente en la educación su-
perior, las oportunidades educativas en todos 
los países tienden a concentrarse en las familias 

Tabla 2
Razones que justifican la intervención pública en la educación

RAZONES ARGUMENTOS
FORMAS  

DE INTERVENCIÓN

Externalidades de la educación
Beneficios públicos  
(económicos y sociales)

Financiamiento  
y producción 

Fallos  
de mercado

Información imperfecta  
y asimétrica

Falta de información (instituciones  
y estudiantes) en la toma de decisiones

Regulación  
y producción

Competencia  
imperfecta

Disciplinas escasas 
Financiamiento  
y producción

Limitaciones crediticias
Financiamiento  
y regulación

Problemas 
de equidad

Equidad interna Inequidad en el acceso a la formación                 
Financiamiento  
y regulación

Equidad externa
Inequidad en los beneficios finales  
de la educación

Fuente: Elaboración propia.
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que perciben los ingresos más altos10. Así pues, 
en el nivel superior existen problemas de acceso 
bastante más graves que en otros niveles educa-
tivos, lo cual justifica la intervención pública con 
el objeto de reducir las desigualdades. 

En la Tabla 2, se definen las vías de intervención 
a través de las cuales el Estado actúa en la edu-
cación para garantizar que la decisión tomada 
por los consumidores se basa en criterios de efi-
ciencia y eficacia.

Como se puede apreciar, de las tres formas de 
intervención pública el financiamiento es la más 
utilizada para corregir las deficiencias que pue-
den surgir en los sistemas educativos. Mediante 
el financiamiento, el Estado intenta amortiguar 
la falta de recursos del sistema educativo que 
podría provocar “una producción de externali-
dades inferior a la considerada óptima” para el 
conjunto de la sociedad. Desde esta perspec-
tiva, la administración, antes de intervenir, ha 
de sopesar la importancia de los rendimientos 
individuales que generan los distintos niveles 
educativos. Asimismo, el financiamiento público 
ayuda a compensar los problemas derivados de 
la competencia imperfecta (restricciones crediti-
cias y/o en la oferta de algunas titulaciones), así 
como  promover la igualdad de oportunidades 
en términos de acceso y beneficios futuros. 

Por otra parte, el Estado regula el sistema edu-
cativo (tanto de las instituciones públicas como 
privadas) con el fin de asegurar unos niveles 
mínimos de calidad en la formación ofertada, 
velando por que se cumplan las condiciones de 

10.	  Las tasas brutas de escolarización de la educación 
primaria y secundaria, son muy similares en los tres 
quintiles de ingresos, mientras que en la educación 
superior las diferencias son bastante grandes, pa-
sando del 16,3% en el quintil inferior al 47,7% en el 
quintil superior, lo que denota que los estudiantes 
pertenecientes a familias con altos ingresos tienen 
mayores oportunidades de cursar estudios superio-
res (Muñoz y Márquez, 2000).  

acceso, es decir, que nadie quede excluido por 
condicionantes de tipo socioeconómico. Otro 
de los aspectos que regula el Estado son las nor-
mativas de los créditos tratando de adaptarlos a 
las necesidades de los estudiantes y ofreciendo 
alternativas de financiamiento atractivas. 

Finalmente, el Estado interviene en los servicios 
educativos mediante su producción. De las tres 
formas de intervención pública, ésta es la que 
implica un mayor grado de compromiso por 
parte de la administración, justificándose por 
la necesidad de corregir los fallos de mercado, 
especialmente el de competencia imperfecta, y 
evitar una producción sub-óptima de externali-
dades.

Llegados a este punto, la intervención pública 
se justifica tanto por razones de eficiencia, si se 
consideran las futuras externalidades o benefi-
cios que genera el servicio educativo, como por 
razones de equidad, ya que se trata de una “ne-
cesidad preferente” cuyo consumo ha de exten-
derse al mayor número de ciudadanos posible, 
con independencia del grupo social al que per-
tenezca. La forma en que se articulan estos tres 
mecanismos de intervención pública, especial-
mente el de financiamiento, junto con el poder 
que ostentan los principales agentes implicados 
en el proceso educativo, determinan los mode-
los de organización de los SES. Al análisis de di-
chos modelos se destina el siguiente apartado. 

La intervención pública en educación 
superior: modelos organizativos 
El peso de los grupos implicados en la toma de 
decisiones y los instrumentos de intervención 
pública utilizados por éstos, en particular, los 
mecanismos de financiamiento, configuran el 
modelo de organización de los Sistemas de Edu-
cación Superior (SES). 

En la década de los ochenta, el “Triángulo de la 
Coordinación” definido por Clark (1983), con-
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templa los grupos implicados en la coordinación 
de la educación superior, así como los modelos 
organizativos con los cuales se les relaciona. En 
este esquema, el Estado y las instituciones aca-
démicas han tenido un papel preponderante 
en la coordinación de la educación superior. Sin 
embargo, en los últimos años ha venido ganan-
do terreno la coordinación por parte del merca-
do en un esquema de menor regulación estatal. 

El triángulo de la coordinación

A principio de los ochenta, Clark (1983) hizo refe-
rencia a los modelos de organización de la edu-
cación superior mediante un enfoque global. 
Este autor afirmó que las instituciones universi-
tarias en su toma de decisiones se pueden ver 
influenciadas por uno o varios grupos de poder: 
1) el gobierno o administración pública, vincula-
da con las decisiones en materia de educación 
superior, 2) las instituciones académicas, hacien-
do referencia a los centros educativos superiores 
y a sus miembros y, 3) el mercado, englobando 
con este concepto las decisiones de los poten-
ciales usuarios y sus familias. 

El peso que cada uno ejerza para hacer valer 
sus intereses, en particular, aquellos que hacen 
referencia a los mecanismos de asignación de 
recursos, da origen a tres posibles modelos de 
organización. Para Moreno (1995), cada uno de 
los modelos responde a distintas prioridades: en 
el modelo burocrático, el principio fundamental 
para el Estado debe ser la equidad, mientras que 
en el modelo colegial las autoridades universi-
tarias luchan por preservar su autonomía para 
distribuir los recursos recibidos. En cambio, el 
modelo de mercado busca la eficacia del siste-
ma educativo, donde las instituciones compiten 
por captar el mayor número de estudiantes y, en 
consecuencia, contar con mayores ingresos. 

En la Figura 4 se combina el tradicional triángulo 
de coordinación11 de Clark, el cual muestra los tres 
vértices o componentes que lo conforman, con las 
tres vías de intervención pública descritas.

Figura 4
 Triángulo de la coordinación  

y formas de intervención pública

Fuente: Elaboración propia a partir de Clark (1983).

Como se aprecia en la Figura 4, en el modelo 
burocrático el gobierno coordina el sistema uni-
versitario a través de las tres vías de intervención 
pública. Es el responsable de controlar y ges-
tionar los recursos de la educación superior en 
lo que se refiere a su asignación y distribución 
(financiamiento), así como de regular el sistema 
para que opere con niveles mínimos de calidad 
(regulación), generando a su vez una amplia 
oferta educativa que satisfaga la demanda de 
los estudiantes (producción). 

Por el contrario, si se trata del modelo colegial, 
las instituciones, normalmente de carácter pú-
blico, ejercerán presión por captar el mayor vo-
lumen de recursos por parte del Estado predo-

11.	 Moreno (1998) define el “triángulo de la coor-
dinación” como el “triángulo de las tensiones o 
de los conflictos” debido a que todos los parti-
cipantes del sistema velarán por imponer sus 
propios intereses frente a los del resto de gru-
pos.

COLEGIAL 
(instituciones)

MERCADO
(sociedad)BUROCRÁTICO 

(gobierno)

producció
n

financiación

regulación
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Figura 5
 Reinterpretación de los modelos  

organizativos de los SES 

 

Fuente: Elaboración propia a partir de Fernández (2004).

minando como forma de intervención pública 
la producción, seguida del financiamiento y, en 
último término, la regulación. 

Por último, en un modelo de mercado, el papel 
que desempeñan los usuarios del servicio, al 
elegir la institución de su preferencia, determina 
el volumen de recursos requerido por las insti-
tuciones académicas, sean estas públicas o pri-
vadas, no siendo este carácter fundamental a la 
hora de definir el modelo de mercado. Por tanto, 
la forma de intervención pública predominante 
en este caso será la regulación, donde el Estado, 
como se verá a continuación, se centra en el es-
tablecimiento de las “reglas del juego”, dejando 
que los agentes (instituciones y usuarios) inte-
ractúen libremente dentro del marco estableci-
do. El financiamiento público queda relegado a 

un papel secundario tratando de solventar, fun-
damentalmente, problemas de equidad12. 

La aparición  
de cuasimercados educativos

Posteriormente al Triángulo de la Coordinación, 
han surgido algunas propuestas que introducen 
cambios importantes en los elementos de inter-
vención pública, permitiendo esquematizar de 
forma más sencilla los modelos de organización. 

12.	 El hecho de que el gráfico no refleje excesiva-
mente producción pública en el modelo de 
mercado no es sinónimo de que ésta no exista, 
sino de que la titularidad público o privada de 
la institución educativa no es un factor deter-
minante en el modelo de mercado, donde, por 
definición, las instituciones públicas deberían 
competir bajo las mismas condiciones que las 
privadas.

INSTITUCIONES  
DE EDUCACIÓN SUPERIOR

MERCADO  
O SOCIEDADGOBIERNO

EXTREMOS modelo descentralizado  
(mercado)  

estado facilitador
- Orientación al mercado
- Cuasimercados

TRIÁNGULO  
DE CLARK

modelo centralizado  
(regulado)  

estado intervencionista

REGULACIÓN
FINACIACIÓN
REGULACIÓN
PRODUCCIÓN
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Así, se ha simplificado el “triángulo de la coor-
dinación” transformándose en un proceso con-
tinuo (continuum) (Jongbloed y Koelman, 2000; 
Vandenderghe, 1999) que cuenta con un mode-
lo centralizado en uno de sus extremos, donde 
el gobierno interviene en los procesos universi-
tarios asumiendo su nuevo papel de “gobierno 
regulador”, y con un modelo descentralizado en 
el otro extremo, donde el papel del mercado es 
fundamental mientras la administración se limita 
a facilitar la toma de decisiones entre los agentes 
involucrados (Neave y Van Vught, 1994). 

En la Figura 5 se muestran los principales cam-
bios producidos en los modelos de organización 
propuestos por Clark, así como las principales 
formas de intervención pública que predomi-
nan en los nuevos modelos organizativos.

Existen dificultades para clasificar los SES en ambos 
modelos, tanto en el triángulo de la coordinación 
como en el recientemente propuesto. Sin em-
bargo, en este último los extremos actúan como 
una escala para medir el grado de “orientación al 
mercado”, de tal forma que, cuanto más cercano se 
encuentre el SES al extremo derecho, en el cual el 
mercado es quien tiene mayor peso en la toma de 
decisiones, mayor será su orientación al mercado. 
En caso contrario, cuanto más cercano se encuen-
tre al extremo izquierdo (gobierno), menor será su 
orientación al mercado y las decisiones, por tanto, 
estarán en manos del gobierno. El predominio de 
las partes implicadas en la toma de decisiones, sea 
el gobierno o el mercado, determina el esquema 
organizativo del SES.

En este contexto, la intervención pública a tra-
vés del financiamiento resulta fundamental. Para 
ello, es imprescindible que el Estado intervenga 
en el financiamiento de las Instituciones de Edu-
cación Superior (IES) proveyendo los recursos 
necesarios para alcanzar fundamentalmente 
dos objetivos: por un lado, solventar las necesi-
dades de recursos para el desarrollo adecuado 
de sus funciones educativas, y por otro, promo-

ver la igualdad de oportunidades en términos 
de acceso. 13 

CONCLUSIONES
En las últimas décadas los gobiernos han esta-
blecido medidas para mejorar la gestión de los 
servicios públicos, entre los que se encuentra la 
educación. En general, estas estrategias han su-
puesto la intervención pública a través de instru-
mentos que consideran aspectos relacionados 
con: a) su regulación, estableciendo las normas 
generales de funcionamiento, b) su financia-
miento, determinando las necesidades de recur-
sos públicos y su distribución, y c) su provisión, 
diseñando políticas para ampliar una oferta que 
cumpla con niveles de calidad. 

Ahora bien, existen diversos motivos que provo-
can problemas en la eficiencia y eficacia de los 
sistemas educativos, y en especial de los SES, 
entre los que se encuentran los rendimientos 
sociales, los fallos del mercado y los problemas 
de equidad, siendo necesaria la intervención pú-
blica por parte de la administración para corregir 
dichos aspectos. Del análisis de los tres últimos 
factores se extraen las principales conclusiones: 

Rendimientos de la educación superior 

La educación superior es considerada un bien 
mixto, ya que un individuo está dispuesto a asu-
mir los costes que ésta conlleva a cambio de 
percibir unos beneficios futuros. Además, la for-
mación universitaria recibida por un individuo 
genera también beneficios a la sociedad (exter-
nalidades). A partir de los beneficios económi-
cos es posible establecer pautas acerca de cómo 

13.	  Para Calero y Bonal (1999), el cuasimercado es 
el resultado de una emulación del mecanismo 
de asignación de mercado en aquellos entor-
nos en los que se generan fallos en el terreno 
de la eficiencia y  la equidad.
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debería ser la participación del individuo y de la 
sociedad en el financiamiento de la educación 
superior, ya que unos elevados beneficios indivi-
duales implican que el individuo debe contribuir 
a financiar su formación, mientras que cuando 
los beneficios públicos son altos, será la socie-
dad, a través del Estado, quien deberá financiar 
públicamente dicha formación. Puesto que los 
beneficios no son exclusivos del individuo o de 
la sociedad, lo habitual es que ambos compar-
tan el financiamiento de la educación superior. 
Ambos tipos de beneficios tienen un carácter 
económico o monetario, pudiendo en este caso 
cuantificarse a través de tasas de retorno o ren-
tabilidad, y no monetario, siendo entonces difí-
cilmente medibles.

Hasta aquí se ha defendido que la educación 
superior debe ser financiada por el individuo, 
dado los altos rendimientos privados que gene-
ra, y por la sociedad, a través del Estado, a fin de 
garantizar un nivel de producción adecuado de 
rendimientos sociales o externalidades. 

Los fallos de mercado

Los fallos de mercado se plasman en una serie de 
elementos que provocan la pérdida de eficiencia 
del sistema educativo. Estos elementos están re-
lacionados directamente con la falta de informa-
ción educativa que obtienen los individuos (pro-
gramas, planes de estudio, entre otros), y con la 
limitada oferta de titulaciones de carácter social y 
de programas de crédito que, por lo general, sue-
len beneficiar a los estudiantes con altos ingresos. 
Por ello, se reconoce la necesidad de que el Esta-
do intervenga en la educación a través de las tres 
formas de intervención, con el fin de proporcio-
nar información suficiente sobre las IES, y mejorar 
las condiciones en cuanto a oferta académica y 
créditos educativos se refiere.  

Problemas de equidad

Los problemas de equidad justifican también 
la intervención pública en educación superior, 
fundamentalmente, a través de su provisión y 
financiamiento. En este sentido, cabe diferenciar 
entre equidad interna y equidad externa. 

Así, la equidad interna persigue una distribución 
equitativa en el acceso de individuos de todas 
las clases sociales. La tasa bruta de escolarización 
(TBE) y el nivel de ingreso familiar constituyen 
indicadores que permiten medir el acceso a la 
educación superior; en América Latina y el Cari-
be, la TBE evidencia una gran brecha entre los ni-
veles inferiores y la educación superior. Además, 
los resultados demuestran que la pertenencia 
de un individuo a un determinado quintil de 
ingresos no influye en la TBE de la educación 
primaria o secundaria, mientras que esta tasa 
en la educación superior muestra importantes 
diferencias entre quintiles, siendo los estudian-
tes pertenecientes a familias con altos ingresos 
(quintil superior) los que se benefician mayori-
tariamente de esta formación. Podemos decir, 
por tanto, que en América Latina y el Caribe las 
oportunidades educativas en la educación su-
perior tienden a concentrarse en las familias que 
perciben los ingresos más altos, lo cual justifica 
la intervención pública por parte de la adminis-
tración con el fin de reducir las desigualdades en 
el acceso.

La equidad externa fundamentalmente centra su 
atención en la distribución futura o posterior de 
beneficios educativos, de modo que el valor de 
la renta alcanzada por un individuo puede ser 
distinta pero no por condicionantes de tipo so-
cioeconómico. Dada las dificultades para asegu-
rar la equidad externa, el sector público ha cen-
trado sus esfuerzos  en garantizar la no-exclusión 
de la educación por motivos económicos.



116

RNA    Revista Nacional de Administración

1 (2), Julio - Diciembre, 2010

Por tanto, la intervención pública en la educa-
ción superior está justificada tanto desde los ar-
gumentos de los rendimientos o externalidades 
y los fallos de mercado, como desde aquellos 
que defienden la equidad. En este sentido, la 
financiación resulta ser el instrumento a través 
del cual el Estado espera, por un lado, paliar la 
falta de recursos hasta el punto en que las ex-
ternalidades alcancen la producción esperada, y 
por otro, promover la igualdad de oportunida-
des y favorecer a todos por igual en términos de 
acceso y beneficios futuros. Además, el Estado 
interviene en el sistema educativo mediante la 
regulación para garantizar no solo que la forma-
ción recibida cumple con parámetros de calidad, 
sino también para velar para que el acceso a los 
servicios educativos no se vea limitado por las 
condiciones socioeconómicas del estudiante. Fi-
nalmente, el Estado interviene en la producción 
para ampliar la oferta de los servicios educativos 
con el fin de responder al crecimiento de la de-
manda. 

La articulación de los instrumentos de interven-
ción pública, especialmente del financiamiento, 
y el poder de decisión de los agentes implicados 
en el proceso educativo determinan los mode-
los de organización de los SES. Así, podemos dis-
tinguir tres esquemas:

a) 	 En el modelo burocrático, el gobierno coordi-
na el sistema universitario a través de las tres 
vías de intervención pública. Es el responsa-
ble de: 1) canalizar los recursos públicos a 
las instituciones, fundamentalmente públi-
cas (financiación), 2) ampliar la oferta edu-
cativa para responder a la nueva demanda 
(producción), y 3) regular el sistema para 
mejorar la calidad de las instituciones tanto 
públicas como privadas (regulación). 

b) 	 En el modelo colegial, las instituciones presio-
nan a la administración por mayores recur-
sos estatales, preservando su autonomía en 
la utilización de los fondos recibidos. En este 

caso, la producción será la forma de inter-
vención pública predominante, seguida de 
la financiación y, en último lugar, la regula-
ción. 

c) 	 Finalmente, en el modelo de mercado, la deci-
sión que tomen los estudiantes sobre su for-
mación determina la cantidad de recursos 
que han de recibir las instituciones, pudien-
do elegir libremente entre una formación 
pública o una privada. Así, en éste, el prin-
cipal mecanismo de intervención pública es 
la regulación, propiciando el libre mercado 
de servicios educativos entre las institucio-
nes y los usuarios, seguido del financiamien-
to con el cual el Estado pretende corregir los 
problemas de equidad.

Los cambios operados recientemente en los SES 
han contribuido al abandono del modelo buro-
crático, en el cual el papel del Estado estaba cen-
trado en proveer y financiar los servicios públi-
cos, para adoptar un modelo de mercado, en el 
que el Estado se constituye en el comprador de 
unos servicios educativos que han sido elegidos 
libremente por el propio usuario. La adopción 
de este nuevo modelo ha sido definida por di-
versos autores como un proceso de orientación 
al mercado o de cuasimercados, medido en una 
escala que contempla dos extremos; un modelo 
centralizado, donde el gobierno interviene en 
todos los procesos universitarios, y un modelo 
descentralizado, donde el establecimiento de 
las reglas del juego queda a cargo de la admi-
nistración. 

Actualmente, un número importante de SES se 
sitúan en algún punto a medio camino entre 
ambos extremos, lo cual responde a los cambios 
que las administraciones han introducido en la 
gestión de las instituciones, apoyando y dejan-
do las decisiones en manos de la sociedad. 
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